PROYECTO DE LEY
El Senado y la  Honorable  Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de 

                                           Ley

ARTICULO 1: Modificase el art. 3 de la Ley 8.480,  en lo sucesivo quedará redactado de la siguiente manera 

"Artículo 3.- Además de la cuota anual que establece la Ley 5.177, créase un derecho fijo que se abonará al iniciarse o contestarse toda gestión judicial ante los jueces o tribunales de cualquier Fuero y ante la Administración Pública, tanto se actúe en carácter de apoderado como de patrocinante.

El Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires fijará periódicamente el monto de ese derecho fijo, que podrá alcanzar hasta el equivalente al cincuenta (50) por ciento del valor de un "Jus" y se reducirá en un cincuenta (50) por ciento en cada exhorto proveniente de extraña jurisdicción que se presente ante los tribunales de la Provincia o los que deban tramitarse ante la Justicia de Paz Letrada, con intervención de abogado.

Quedan exceptuados de esa contribución los profesionales que ejerzan el patrocinio o la representación jurídica gratuita, discernidos por los consultorios jurídicos de los colegios de abogados y  consultorios jurí-dicos gratuitos de Universidades estatales.-

Difiérase el pago a aquellos profesionales que solicitaren el beneficio de litigar sin gastos de sus representados o patrocinados y los que iniciaren todo tipo de gestiones laborales actuando como representante o patrocinante del trabajador".

 Una vez percibidos los honorarios de los profesionales mencionados en el párrafo anterior, deberán abonar el derecho fijo aquí establecido.-

Artículo 2.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.-
FUNDAMENTOS

El bono establecido por la ley  8480, en su actual redacción, obliga a todos los letrados, al momento de iniciar cualquier gestión, a acompañar el mencionado bono que en la actualidad tiene un valor de PESOS DIEZ Y OCHO ($ 18,00). Como toda actividad económica, el valor del arancel es trasladado al cliente, que  mediante los gastos de inicio y pago de consulta que le abona al abogado, es  quien termina satisfaciéndolo.-
Ahora bien, en aquellos supuestos en que los clientes de los abogados cuentan con recursos económicos, para afrontar los gastos que demanda cualquier tipo de juicio, no existe problema; pero en los supuestos, cada vez mas comunes,  en que los clientes no pueden soportar dichos emolumentos, es exclusivamente el abogado quien debe pagar el bono de referencia, aún con la incertidumbre de que pueda perder el reclamo en cuestión y no perciba ninguna retribución por su trabajo.-

El presente proyecto buscar lograr equidad entre los profesionales en cuanto a las cargas que deben soportar en el ejercicio de la profesión, no es lo mismo litigar, por ejemplo, representando a una aseguradora o a una empresa que a una persona humilde o un trabajador, no es lo mismo tener un ingreso por parte del cliente que no tener absolutamente nada, si el abogado trabaja en un Consultorio Jurídico Gratuito de las Universidades Estatales. Resulta imperioso corregir esta desigualdad, ya que perjudica no solo al abogado, sino que también, afecta el acceso a la Justicia, colocando una barrera, un escollo que impide la tramitación de cualquier expediente si no se encuentra abonado el mencionado bono ley.-

En la actualidad, producto de la inmensa cantidad de  Facultades y el  aumento de la opción por esta profesión, es que ha generado una seria pérdida del nivel adquisitivo por parte de los profesionales de la abogacía, situación casi impensada hace treinta años atrás. 

Ante tal situación, resulta necesario y conducente buscar una solución para equiparar a los profesionales y facilitar el acceso a la justicia, tal contexto sería corregido mediante la modificación que busca el presente proyecto de ley, ya que aquellos profesionales que en su ejercicio  tengan que litigar representando a algunas de las situaciones descriptas en el presente proyecto, deberán abonar el bono diferidamente, no ya al inicio de la gestión, sino al momento de la percepción de sus honorarios, momento cierto en que tiene ingreso de dinero. Por otra parte, el colegio de la provincia y el departamental no se verían perjudicados ya que no se estaría eximiendo del pago de tributo, sino que se lo diferiría en el tiempo para abonarlo a las resultas del litigio. Por todos estos fundamentos es que solicito a mis compañeros diputados acompañen el presente proyecto.-  

